
 

FACULTADES DE LAS SALAS UNITARIAS DEL TRIBUNAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

 

ARTÍCULO 36. Las Salas Unitarias tendrán la jurisdicción y la sede que señale 

el Pleno del Tribunal, las que podrán ser modificadas cuando éste lo determine, 

atendiendo siempre a las necesidades del servicio. 

 

ARTÍCULO 38. Son atribuciones de los Magistrados de las Salas Unitarias: 

I. Instruir y resolver el Procedimiento Contencioso Administrativo; 

II. Dictar las resoluciones en los asuntos de su competencia; 

III. Despachar su correspondencia; 

IV. Elaborar las versiones públicas de las sentencias emitidas; 

V. Imponer las correcciones disciplinarias, así como hacer uso de los 

medios de apremio que procedan;  

VI. Las demás atribuciones de carácter jurisdiccional-administrativo que 

se deriven de disposiciones contenidas en otras leyes, decretos, 

reglamentos y acuerdos; 

VII. Exhortar a las partes cuando la naturaleza del acto lo permita para 

que diriman sus controversias mediante la utilización de mecanismos 

alternativos de solución de conflictos;  

VIII. Rendir al Presidente del Tribunal, informe mensual de sus labores, 

así como de las resoluciones emitidas y los criterios sustentados. El 

trámite de los asuntos corresponderá por turno a las Salas Unitarias 

de Primera Instancia, en los términos que disponga el presente 

Reglamento; y  

IX. Las demás que el Pleno del Tribunal, la Ley de Procedimientos, la 

Ley Orgánica y su Reglamento determinen.  

 

ARTÍCULO 39. Las Salas Unitarias del Tribunal son competentes para conocer 

y resolver de los juicios que se promuevan en contra de: 



 

I. Los actos y resoluciones emanados de las autoridades del Poder 

Ejecutivo, de los Municipios y de sus organismos descentralizados y 

desconcentrados cuando éstos actúen como autoridades, 

dictándolas, ordenándolas, ejecutándolas o tratando de ejecutarlas y 

que causen agravios a los particulares, por no ajustarse a los 

elementos y requisitos de validez previstos por el artículo 17 de la 

Ley de Procedimiento; 

II.  Las resoluciones dictadas por las autoridades fiscales estatales, 

municipales y de sus órganos descentralizados y desconcentrados, 

en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije ésta 

en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación, nieguen la 

devolución de cantidades que procedan conforme a la Ley o 

cualquiera otra que cause agravios de carácter fiscal; 

III.  Las resoluciones en materia de responsabilidad administrativa;  

IV.  Las resoluciones que se dicten sobre interpretación y cumplimiento 

de contratos celebrados con la administración pública estatal y 

municipal; 

V.  Los actos fiscales o administrativos que impliquen una resolución 

negativa ficta, configurándose ésta cuando las promociones o 

peticiones que se formulen ante las autoridades no sean resueltas en 

los plazos que la Ley o Reglamento fijen o a falta de dicho plazo en 

noventa días naturales. En el caso de positiva ficta que emane de 

otra autoridad distinta a la fiscal, bastará que el actor presente su 

petición, apegada al artículo 13 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Oaxaca y acredite con el sello de la oficina o por 

cualquier otro medio, que fue recibida por la demandada y ésta no 

dio satisfacción al Derecho de Petición; el Tribunal declarará la 

existencia o inexistencia de la positiva ficta; 

VI.  Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los 

particulares que se promuevan por las autoridades para que puedan 

ser modificadas o nulificadas; 



 

VII.  Las resoluciones que se dicten negando a los particulares la 

indemnización a que se refiere la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado y Municipios de Oaxaca, o en los términos 

del último párrafo del Artículo 109 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos;  

a) El procedimiento administrativo de ejecución cuando el afectado en 

dicho procedimiento opte por no interponer el recurso ordinario ante 

las autoridades competentes y cuando afirme; 

b) Que el crédito que le exige se ha extinguido legalmente; 

c) Que el monto del crédito es inferior al exigible; 

d) Que es poseedor, a título de propietario, del bien embargado, y  

VIII. Que el procedimiento coactivo no se ajuste a la ley. En este caso, la 

oposición no se podrá hacer valer, sino contra la resolución que 

apruebe el remate; salvo que se trate de resoluciones cuya ejecución 

material sea de imposible reparación; 

IX. Conocerá del recurso de Queja, en los términos de la Ley de la 

materia. 

X. Del resarcimiento de daños y perjuicios que las autoridades 

administrativas deban pagar a los particulares, cuando aquellas, por 

la ejecución de obras, o por responsabilidad en el incumplimiento de 

sus obligaciones, le causen a un particular un menoscabo en su 

Patrimonio pecuniario o moral; 

XI. De la legalidad o nulidad de remates, subastas o similares, embargos 

y pretensiones de requerimiento dictadas por autoridades diversas a 

las del Poder Judicial del Estado; y 

XII.  De los asuntos cuya resolución esté reservada al Tribunal conforme a 

lo dispuesto por esta u otras Leyes. 

 


